
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera: 

A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una minuta proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 26 y 73, Fracción XXIX-D, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de decreto que reforma el artículo 286 del Código Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, referente a la Constitución de la Hipoteca para Garantizar el Crédito de Vivienda, planteada por el Ingeniero Gabriel Calvillo Ceniceros, como Diputado del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional en la Quincuagésima Sexta Legislatura.

C.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se declare la validez o invalidez de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título de donación un predio ubicado en la Calle del Vallado, del Fraccionamiento Las Fuentes, con el fin de formalizar la entrega de dicho inmueble, al Sindicato Unico de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana.

D.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Hacienda y Cuenta Pública, de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, respecto a una proposición con Punto de Acuerdo sobre “Exhorto a la Contaduría Mayor de Hacienda para la presentación de los dictámenes relativos a las cuentas públicas del Municipio de Torreón, correspondientes a los cuatro trimestres de 2005 y solicitud al Ayuntamiento de Torreón, para que facilite la información que se le requiera, a fin de integrar las referidas cuentas públicas”, planteada por los Diputados Miguel Angel Riquelme Solís, Antonio Juan Marcos Villarreal, Román Alberto Cepeda González y Demetrio Antonio Zuñiga Sánchez, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

E.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a un escrito de la ciudadana María Alejandra Bañuelos Flores, mediante el cual solicita la incoación de un juicio político en contra de los Magistrados integrantes de la anterior Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado.
F.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a  una proposición con Punto de Acuerdo sobre “Propuesta relativa a los bonos de marcha”, presentada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

G.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a  una proposición con Punto de Acuerdo sobre “Integración de una comisión plural que elabore una iniciativa de reformas a la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila”, presentada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

H.-
Dictamen de la Comisión de Salud, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo, sobre “Impartición de cursos de primeros auxilios en escuelas secundarias”, planteada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario “Ignacio Zaragoza” del Partido Unidad Democrática de Coahuila.

I.-
Dictamen presentado por la Comisión de Asuntos Fronterizos, con relación a un Punto de Acuerdo del Congreso del Estado de Tamaulipas, en el que manifiesta su rechazo a la Ley Antiinmigrante aprobada por la Cámara de Representantes de los Estados Unidos de América.

J.- Dictamen presentado por la Comisión de Asuntos Fronterizos, con relación a un Punto de Acuerdo del Congreso del Estado de Baja California, en el que manifiesta su disposición de apoyar la estrategia del Congreso de la Unión, referente a la Ley Antiinmigrante aprobada por la Cámara de Representantes de los Estados Unidos de América.

K.-
Dictamen presentado por la Comisión de Asuntos Fronterizos, con relación a un Punto de Acuerdo del Congreso del Estado de Michoacán, en el que se reprueban las actividades de grupos extremistas que actúan en contra de los inmigrantes en la frontera de México y los Estados Unidos de América.

L.-
Dictamen presentado por la Comisión de Asuntos Fronterizos, con relación a un acuerdo del Congreso del Estado de Durango, en el que se convoca a las legislaturas estatales para protestar en contra de la Ley Antiinmigrante aprobada por la Cámara de Representantes de los Estados Unidos de América.

M.-
Dictamen presentado por la Comisión de Asuntos Fronterizos, con relación a diversos acuerdos de los Congresos de los Estados de Colima, Jalisco, Sonora y Tlaxcala, en el que manifiestan su rechazo a la Ley Antiinmigrante aprobada por la Cámara de Representantes de los Estados Unidos de América.

N.-
Dictamen presentado por la Comisión de Asuntos Fronterizos, con relación a un Punto de Acuerdo del Congreso del Estado de Zacatecas, en el que se solicita que el Ejecutivo Federal y las Secretarías de Relaciones Exteriores y de Gobernación, coadyuven en la suscripción de tratados internacionales en materia de migración.
Ñ.-
Dictamen presentado por la Comisión de Asuntos Fronterizos, con relación a un  acuerdo del Congreso del Estado de Querétaro, sobre medidas de apoyo a los migrantes mexicanos que viajan a México para visitar a sus familiares en la época navideña.
Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésima Séptima Legislatura, con relación al expediente que contiene la “Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 26 y 73, Fracción XXIX-D, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que envía la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución General.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, el día 22 de noviembre de 2005, se dio cuenta del expediente que contiene la “Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforman los artículos 26 y 73, fracción XXIX-D, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, enviado por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución General.

SEGUNDO. Que por acuerdo de la mesa directiva del Pleno del Congreso de la Diputación, dicho expediente fue turnado a esta comisión para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO.  Que como antecedente de la reforma que se plantea, resulta pertinente señalar, dada su relevancia e importancia para la elaboración del presente dictamen, lo siguiente:

Que en sesión celebrada el 13 de febrero de 2002, por la Cámara de Diputados del H.  Congreso de la Unión, la Diputada Miroslava García Suárez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, presentó la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los párrafos séptimo y octavo al artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, donde propone establecer el derecho de los ciudadanos a disponer de la información generada por el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática y la obligación de éste de publicarla en los términos de ley, misma que fuera turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio y elaboración de dictamen correspondiente.

De igual forma, en sesión celebrada el 22 de octubre de 2002, por la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, el Diputado Manuel Espino Barrientos, del Grupo Parlamentario de Partido Acción Nacional, presentó la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 26 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, donde propone establecer la facultad del Congreso de la Unión para establecer las bases de coordinación entre la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios en el sistema Nacional de Información Geográfica y Estadística, así mismo sugiere otorgar autonomía presupuestal y de gestión al Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, misma que fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio y elaboración del dictamen correspondiente.

Por otra parte, en sesión celebrada en fecha 15 de diciembre de 2003 por la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión, las comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, de Población y Desarrollo, de Estudios Legislativos Primera, presentaron el dictamen con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 26  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En la precitada sesión, el Pleno de la H. Cámara de Senadores se discutió y aprobó el dictamen en comento; siendo en fecha 15 de diciembre de 2003, cuando la Cámara de Senadores envió a la H. Cámara de Diputados la Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforma  el artículo 26  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En sesión celebrada el 18 de diciembre de 2003, la mesa directiva de la H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, turnó la Minuta a la Comisión de Puntos Constitucionales y a la Comisión de Hacienda y Crédito Público para su estudio y dictamen.

En reunión de la Comisión de Puntos Constitucionales, celebrada  el 19 de diciembre del año 2003 se dio tramite de recibo correspondientes a las iniciativa.

En reunión de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Hacienda y Crédito Público, celebrada el 28 de abril del 2004 se dio trámite de recibo correspondiente a la Minuta enunciada anteriormente.

En sesión de la Comisión de Puntos Constitucionales, celebrada el 27 de enero de 2004, existiendo el quórum reglamentario, el Pleno de dicho Órgano Colegiado determinó la integración de una Subcomisión Especifica para el estudio de la Minuta referida y las Iniciativas relacionadas con objeto de integrar el proyecto de dictamen correspondiente para ser sometido a su consideración, mismo que fue aprobado por la Subcomisión.

Con fecha 12 de mayo del año 2004, en sesión de Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Hacienda y Crédito Público, existiendo el quórum reglamentario, fue aprobado el presente dictamen, por lo que se pone a consideración de esa Soberanía para su discusión y resolución constitucional.

SEGUNDO. Que la Comisión de Puntos Constitucionales emitieron dictamen mediante el cual se resuelve sobre la iniciativa planteada y en esencia señalaron que:

“La Minuta aprobada por la H. Cámara de Senadores y las iniciativas presentadas en la H. Cámara de Diputados, coinciden en el propósito de reformar el texto Constitucional a fin de otorgar autonomía al Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática”.

“En términos generales, estas comisiones coinciden con la Minuta aprobada por el H. Senado de la República, en la necesidad de contar con un organismo caracterizado por su independencia política y especialización técnica y que esté a cargo de la información estadística y geográfica de interés nacional. Lo anterior, toda vez que una verdadera Reforma del Estado exige que las decisiones en materia de información, de disponibilidad de los datos y el acceso público a ellos, estén sometidas siempre a criterios que trasciendan a los intereses partidistas y se caractericen por su objetividad y transparencia. En consecuencia, la propuesta de dotar al Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática de autonomía en ejercicio de sus funciones y el propósito de fortalecer su carácter institucional, mediante la atribución de competencias que le permitan garantizar la objetividad de la información gubernamental _ a partir del diseño de la metodología, de sus estudios y levantamientos estadísticos y geográficos, hasta la integración final de los resultados obtenidos y su difusión- es evaluada en términos positivos por estas comisiones”.        

“Así mismo se coincide en que una sociedad cada vez mas compleja y en continuo proceso de trasformación, requiere del fortalecimiento de las labores de captación, procesamiento y divulgación de la información estadística y geográfica de interés nacional, para estar en condiciones de brindar a todos los sectores del país – Público, Privado, Social, Académico y profesional- información objetiva y confiable como base para la toma de sus decisiones”.

“Estas dictaminadoras también estiman acertado que la frente del Instituto Nacional de estadística, Geografía e Informática este una Junta de Gobierno integrada por cinco miembros, cuya designación esté a cargo del Presidente de la República, sujeta a la aprobación del Senado; así mismo que el desempeño de su encargo sea por períodos cuyas duración y escalonamiento coadyuven al ejercicio independiente de sus funciones. Por lo que se refiere al personal del servicio del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática se considera necesario que este Organismo cuente con el personal técnico y profesional adecuado para el ejercicio de sus funciones”.

“Por lo que se refiere a la protección de los derechos laborales estás Comisiones coinciden    con la colegisladora en el imperativo de respetar tales derechos. En el mismo sentido, consideramos necesario señalar expresamente que el régimen laboral de los trabajadores del nuevo organismo continuara siendo el dispuesto por el apartad b del artículo 123 constitucional”.

“Finalmente, en materia de técnica legislativa, estas comisiones coinciden con la Colegisladora en ubicar la reforma con una apartado b del artículo 26 constitucional; aunque consideramos pertinente señalar expresamente que se adiciona un aparatado a que habrá de contener el texto vigente del artículo 26 constitucional”.

TERCERO. En virtud de lo anterior la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados del H Congreso de la Unión reconocen la procedencia y viabilidad de las iniciativas, por lo que aprueban la Minuta con Proyecto de Decreto, y proceden a su envío a las Legislaturas de los Estados, para los efectos constitucionales.
CUARTO. Con base en las consideraciones anteriores la Comisión de  Gobernación y Puntos Constitucionales Del Congreso del Estado de Coahuila, estima procedente presentar al Pleno del Congreso, para su conocimiento, discusión y aprobación en su caso el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se aprueba la Minuta con Proyecto de Decreto por el que se Reforman los Artículos 26 y 73 Fracción XXIX-D de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar en los siguientes  términos:

Articulo 26.

A. El estado organizará un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, permanencia y equidad al crecimiento de la economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la Nación.  

Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Constitución determinaran los objetivos de la planeación. La planeación será democrática. Mediante la participación de los diversos sectores sociales recogerá las aspiraciones y demandas de la sociedad para incorporarlas al plan y los programas de desarrollo. Habrá un plan nacional de desarrollo al que se sujetarán obligatoriamente los programas de la Administración Pública Federal. 

La ley facultará al Ejecutivo para que establezca los procedimientos de participación y consulta popular en el sistema nacional de planeación democrática, y los criterios para la formulación, instrumentación, control y evaluación del plan y los programas de desarrollo. asimismo, determinará los órganos responsables del proceso de planeación y las bases para que el Ejecutivo Federal coordine mediante convenios con los gobiernos de las entidades federativas e induzca y concierte con los particulares las acciones a realizar para su elaboración y ejecución.

En el sistema de planeación democrática, el Congreso de la Unión tendrá la intervención que señale la ley.

B. El Estado contará con un Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica cuyos datos serán considerados oficiales. Para la Federación, estados, Distrito Federal y municipios, los datos contenidos en el Sistema serán de uso obligatorio en los términos que establezca la ley.

La responsabilidad de normar y coordinar dicho Sistema estará a cargo de un organismo con autonomía técnica y de gestión, personalidad jurídica y patrimonio propios, con las facultades necesarias para regular la captación, procesamiento y publicación de la información que se genere y proveer a su observancia.

El organismo tendrá una Junta de Gobierno integrada por cinco miembros, uno de los cuales fungirá como Presidente de ésta y del propio organismo; serán designados por el Presidente de la Republica con la aprobación de la Cámara de Senadores o en sus recesos por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión.

La ley establecerá las bases de organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica, de acuerdo con los principios de accesibilidad a la información, transparencia, objetividad e  independencia; los requisitos que deberán cumplir los miembros de la Junta de Gobierno, la duración y escalonamiento de su encargo.

Los miembros de la Junta de Gobierno sólo podrán ser removidos por causa grave y no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepción de los no remunerados en instituciones docentes, científicas, culturales o de beneficencia; y estarán sujetos a lo dispuesto por el Título Cuarto de esta Constitución.

Artículo Segundo.- Se reforma la fracción XXIX-D del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 73. ...

I.  a XXIX-C. ...

XXIX-D. Para pedir leyes sobre planeación nacional del desarrollo económico y social, así como en materia de información estadística y geográfica de interés nacional; 

XXIX-E a XXX. ...

TRANSITORIOS

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo.- En tanto se expide la Ley general a que se refiere el apartado B del Artículo 26 de esta Constitución, continuará en vigor la Ley de Información Estadística y Geográfica, y demás disposiciones legales y administrativas aplicables. Asimismo, subsistirán los nombramientos, poderes, mandatos, comisiones y, en general, las delegaciones y facultades concedidas, a los servidores públicos del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática.

Tercero.- A la entrada en vigor de la Ley a que se refiere el apartado B del Artículo 26 de esta Constitución, los recursos financieros y materiales, así como los trabajadores adscritos al Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, órgano desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, se transferirán al organismo creado en los términos del presente Decreto. Los trabajadores que pasen a formar parte del nuevo organismo se seguirán rigiendo por el apartado B del Artículo 123 de esta Constitución y de ninguna  forma resultarán afectados en sus derechos laborales y de seguridad social.

Cuarto.- Conforme a las disposiciones aplicables, el régimen presupuestario del organismo creado en los términos del presente Decreto, deberá garantizar la libre administración, la no-transferencia y la suficiencia de recursos públicos. Lo anterior, a efecto de que el organismo esté en condiciones de dar cumplimiento a los planes y programas que formule en observancia de la Ley a que se refiere el apartado B del Artículo 26 de esta Constitución.

Quinto.- Los asuntos que se encuentren en trámite o pendientes de resolución a la entrada en vigor de este Decreto, se seguirán substanciando ante el Instituto Nacional ante el organismo creado en los términos del presente Decreto.

TRANSITORIOS

PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Comuníquese de la expedición del presente Decreto a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, para los efectos del Artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Francisco Saracho Navarro; Diputado Román Alberto Cepeda González; Diputado Juan Alejandro De Luna González; Diputado Demetrio Zúñiga Sánchez; Diputado Guadalupe Sergio Reséndiz Boone; Diputado José Ignacio Máynez Varela; Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela; Diputado Virgilio Maltos Long y Diputado Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila; a marzo   del año 2006.

COMISION DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

	Dip. Francisco Saracho Navarro
	Dip. Román Alberto Cepeda Glz.



	Dip. Juan Alejandro De Luna Gonzalez
	Dip. Demetrio Zúñiga Sánchez



	Dip. Guadalupe Sergio Resendiz Boone.
	Dip. Jose Ignacio Maynez Varela



	Dip. Jesús Manuel Perez Valenzuela
	Dip. Virgilio Maltos Long.




Dip. Lorenzo Dávila Hernández.

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a  la Iniciativa de Decreto que reforma el artículo 286 del Código Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, referente a la Constitución de la Hipoteca para Garantizar el Crédito de Vivienda, planteada por el diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional “ Luís Donaldo Colosio Murrieta.” de la Legislatura anterior;  y,

 RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 12 de diciembre del año 2005, se dio cumplimiento al trámite de segunda lectura de la iniciativa de Decreto que reforma el artículo 286 de Código Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, referente a la Constitución de la Hipoteca para Garantizar el Crédito de Vivienda, planteada por el Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional “ Luís Donaldo Colosio Murrieta.”, de la anterior Legislatura.

SEGUNDO.  Que de conformidad con el artículo 53 de la Constitución Política local, con fecha doce de diciembre del pasado año, se dispuso por la Legislatura precedente, que la presente Iniciativa de Decreto se enviara al Pleno del Tribunal Superior de Justicia en el Estado a efecto de que  procediera al análisis de la misma y de estimarlo necesario  emitiera los comentarios pertinentes; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen. 

SEGUNDO. Con fecha 27 del mes en curso, se recibió opinión favorable del Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien hizo las consideraciones pertinentes en pro de la Iniciativa de reforma al susodicho artículo 286 del Código Civil del Estado de Coahuila.

El autor de la  Iniciativa, la apoyó en la exposición de motivos siguiente:

“ Para la sociedad, desde tiempos inmemoriales, contar con una vivienda propia ha sido motivo de orgullo, no sólo para el desarrollo personal sino también espiritual de los individuos pues se tenía la firme convicción de que el ser humano no podía desarrollarse de forma integral sin su espacio vital, es decir su vivienda.


La vivienda es el espacio que el núcleo familiar tiene para desarrollarse. Este espacio es sumamente importante pues además de brindarle seguridad, resguardo, sentido dé pertenencia e identidad, le permite alcanzar un mayor desarrollo, que sin lugar a duda, contribuye al fortalecimiento de su patrimonio. No en vano el acceso a la vivienda ha sido y es una de las prerrogativas de la política social del país. No obstante, esta prerrogativa enfrenta una serie de obstáculos para materializarse y responder a las necesidades de los mexicanos, particularmente del sector joven de la población.

Uno de los principales obstáculos para acceder a una vivienda propia es el acceso a mecanismos de financiamiento para comprar la vivienda, debido a que las Instituciones de Crédito, Sociedades Financieras de objeto limitado, Instituciones auxiliares de crédito y demás organismos cuyo objeto es el otorgamiento de créditos para la adquisición, construcción, mejora de condiciones financieras, de hipotecas de créditos ya contratados con anterioridad, de viviendas o remodelación de viviendas, que operan en el Estado de Coahuila, suspendieron el otorgamiento de dichos créditos debido al riesgo que representa la Constitución de la Hipoteca para garantizar éstos créditos.

A nadie le es ajeno el reciente fenómeno de la proliferación de este tipo de mecanismos que tienen por objeto dotar de una vivienda digna y propia a todos aquellos hogares que aún no la tienen, a este respecto vale la pena señalar que si bien nadie puede negar que esta serie de mecanismos creados están facilitando la adquisición de vivienda, la mayor parte de los créditos que se han otorgado presentan serias limitaciones en su accesibilidad, particularmente para el sector de población joven que no cuenta con los ingresos suficientes para cubrir las altas tasas de interés nominal.

Es importante mencionar que si bien, ya se están dando avances para mejorar la oferta de vivienda en el estado, ello no servirá de nada si no se cuenta con los instrumentos

que faciliten el acceso a la misma. Estimamos importante fortalecer el marco legal
existente, a fin de que la población pueda adquirir una vivienda propia, sin que ello implique mayores sacrificios económicos para las familias coahuilenses.

Cabe destacar que la presente iniciativa no pretende resolver en definitiva el problema de la vivienda en Coahuila, pero si contribuir a que la población, que actualmente

demanda una vivienda propia, cuente con los elementos legales que le permitan en el corto plazo satisfacer esta necesidad.


Sirva lo anterior en virtud de que las Instituciones de Crédito que cuentan con mejores esquemas de crédito que los contratados originalmente, puedan ofrecer su producto al cliente sin ningún tipo de riesgo, siendo esto benéfico para el cliente y su familia, ya que tendrá una mejor opción, incluso reducir el plazo del crédito original con pagos de mensualidades similares o menores a las que paga.”


TERCERO.-  La reforma que se propone al artículo 286 del Código Civil vigente en el Estado, según se infiere de la exposición de motivos que antecede, tiene como propósito fundamental, la ampliación de los supuestos jurídicos para poder constituir gravámenes en los que la casa en que se ubica el hogar conyugal pueda servir de garantía para ese efecto.

Tanto el artículo 285, como el que ahora se analiza y con el que tiene relación, se encuentran insertos en el ámbito del derecho de familia y su espíritu es el de garantizar y proteger, para los miembros del grupo familiar, la conservación del inmueble en el que se ha establecido el hogar conyugal; y, sólo cuando por las causas previstas en el referido artículo sea necesario gravarlo, invariablemente se requerirá del consentimiento de ambos consortes.

Dos son las formas en las que la ley protege el hogar en el que habita una familia, a saber:

A través del patrimonio familiar; y, en caso de no haberse constituido éste, mediante el cumplimiento de condiciones que protegen la casa que es el hogar conyugal, lo que se deduce con claridad meridiana de la exposición de motivos que en su oportunidad informó el artículo 286 que ahora se reforma; dicha exposición dice literalmente:

“ Consientes de la importancia que tiene el hogar como asiento de la familia, se le protege en cuanto que la casa donde se establezca no puede ser enajenada si no es con el consentimiento de los dos consortes”

De lo anterior se colige que la intención del Legislador fue la de tutelar el lugar en el que se establece la familia, el que encontrándose con anterioridad gravado, consigue la posibilidad de mejorar las condiciones crediticias garantizadas con gravamen, lo cual armoniza con la propia intención del legislador en cuanto la reforma propuesta brinda la posibilidad de resguardar en mayor medida el domicilio  en el que la familia se ha establecido, al permitirse la contratación de un diverso crédito que ofrece mayores ventajas financieras que el contratado con anterioridad.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y toda vez que  la anterior Legislatura determinó que la iniciativa de reforma al artículo 286 del Código Civil vigente en el Estado se remitiera al Pleno del Tribunal Superior de Justicia en el Estado, a efecto de que procediera a su análisis e hiciera en su caso, los comentarios pertinentes; en acatamiento a lo dispuesto en el artículo 53 de la Constitución Política local y a lo acordado por la Legislatura precedente, tomando en consideración las observaciones hechas por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, resulta pertinente emitir el siguiente 

Dictamen

ÚNICO.-  Esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, en atención a las consideraciones que anteceden, estima pertinente se aprueba la reforma al artículo 286 del Código Civil vigente en el Estado, en los términos siguientes:

“ Articulo 286.- La casa a que se refiere el artículo anterior podrá gravarse cuando el crédito garantizado con el gravamen sea con fines de mejorarla, remodelarla o para satisfacer gastos en casos de enfermedad o accidentes graves de algún miembro de la familia; de igual manera, los cónyuges al adquirir una vivienda cuyo destino sea para establecer el hogar conyugal, podrán gravarla para obtener el crédito que garantice su adquisición. En todo caso se requiere el consentimiento de ambos consortes.

En caso de que se haya obtenido un crédito para la adquisición o construcción -de una casa, garantizado con el mismo inmueble, en la que se haya asentado el hogar conyugal, o bien, la casa se encuentre afectada por el gravamen a que se refiere el párrafo anterior, podrá contratarse nuevo crédito que tenga por objeto mejorar sustancialmente, para el deudor, las condiciones pactadas en el contrato de préstamo que sirvió para obtener el financiamiento, ya sea con la misma o con diferente entidad crediticia. En todo caso siempre se deberá contar con el consentimiento de ambos consortes.

TRANSITORIOS:

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetro Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 28 de febrero de 2006.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO 
DIP. ROMÁN A. CEPEDA GONZÁLEZ

               COORDINADOR

DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ
DIP. DEMETRIO ZÚÑIGA SÁNCHEZ

DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA

DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
DIP. VIRGILIO MALTOS LONG.

DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, mediante el cual solicita que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar, a título de donación. un predio ubicado en calle del Vallado del Fraccionamiento Las Fuentes. con una superficie de 4,680.00 m2, con el fin de formalizar la entrega de dicho inmueble a favor del Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana (SUTERM). 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el 17 de Enero del año 2006, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar, a título de donación, un predio ubicado en calle del Vallado del Fraccionamiento Las Fuentes, con una superficie de 4,680.00 m2, con el fin de formalizar la entrega de dicho inmueble a favor del Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana (SUTERM). 

SEGUNDO. Que por acuerdo la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y; 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2. del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo el último párrafo del artículo 278 del Código Financiero señala que. ...tratándose de la enajenación de inmuebles de dominio privado del Ayuntamiento, sea a título oneroso o gratuito, se requerirá del acuerdo de autorización de las dos terceras partes de sus miembros, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. 

TERCERO. Que, en cumplimiento con lo que señala el artículo 273 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía copia certificada del acta de la sesión de cabildo de fecha 30 de junio del 2005 en la que se contiene el acuerdo conforme al cual se decidió, por unanimidad de los miembros integrantes del Cabildo autorizar la enajenación a título de donación, un predio ubicado en calle del Vallado del Fraccionamiento Las Fuentes, con una superficie de 4,680.00 m2, con el fin de formalizar la entrega de dicho inmueble a favor del Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana (SUTERM). 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de Piedras Negras, para enajenar a título de donación, un predio ubicado en calle del Vallado del. Fraccionamiento Las Fuentes, con una superficie de 4,680.00 m2. La propiedad municipal cuenta con las siguientes medidas y colindancias: 

Al Norte:
Mide 52.00 metros y colinda con lotes 2 y 5. 

Al Sur:
Mide 52.00 metros y colinda con lotes 1 y 6. 

Al Oriente:
Mide 90.00 metros y colinda con calle Vallado. 

Al Poniente:
Mide 90.00 metros y colinda con Ave. Periodistas. 

Esta donación es con el fin de formalizar la entrega de dicho inmueble a favor del Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana (SUTERM). 

SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberán formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente. 

TERCERO. En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el plazo de doce meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente decreto, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble. 

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones "Luis Donaldo Colosio" del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, Febrero 22 del 2006. 

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Raúl Xavier González Valdés
Dip. José Luis Moreno Aguirre

             Coordinador

Dip. Jesús María Montemayor Garza
Dip. Guadalupe Sergio Resénndiz Boone

Dip. Julián Montoya de la Fuente
Dip. César Flores Sosa

Dip. Luis Gurza Jaidar
Dip. Lorenzo Dávila Hernández

Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza

D I C T A M E N de las Comisiones Unidas de Hacienda y Cuenta Pública, de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto a la Proposición con Punto de Acuerdo sobre "Exhorto a la Contaduría Mayor de Hacienda para la presentación de los dictámenes relativos a las cuentas públicas del Municipio de Torreón, correspondientes a los cuatro trimestres de 2005, y solicitud al Ayuntamiento de Torreón para que facilite la información que se le requiera, afín de integrar las referidas cuentas públicas" planteada por los Diputados Miguel Ángel Riquelme Solís, Antonio Juan Marcos Villarreal, Román Alberto Cepeda González y Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez, del Grupo Parlamentario " Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional; y, 

RESULTANDO:

PRIMERO.- Que con fecha 16 de enero del presente año, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo sobre "Exhorto a la Contaduría Mayor de Hacienda para la presentación de los dictámenes relativos a las cuentas públicas del Municipio de Torreón, correspondientes a los cuatro trimestres de 2005, y solicitud al Ayuntamiento de Torreón para que facilite la información que se le requiera, a fin de integrar las referidas cuentas públicas" presentada por los Diputados Miguel Ángel Riquelme Solís, Antonio Juan Marcos Villarreal, Román Alberto Cepeda González y Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez, del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles " del Partido Revolucionario Institucional. 

SEGUNDO.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada en el punto que antecede, fue dada a conocer en la sesión de la Diputación Permanente celebrada el día 17 de enero del presente año, habiéndose acordado turnarla a las Comisiones Unidas de Hacienda y Cuenta Pública, de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO:

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas de Hacienda y Cuenta Pública, de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, son competentes para conocer sobre los asuntos turnados por la Diputación Permanente, y conforme a lo dispuesto en los artículos 103, 104 y 106 de la Ley Orgánica del Congreso Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.- Que la proposición con Punto de Acuerdo señala como antecedente a su solicitud, que durante el ejercicio fiscal 2005, el Ayuntamiento de Torreón cobró el impuesto predial, con base en una tabla de valores de construcción aprobada por la Junta Municipal Catastral, por la Comisión de Hacienda y por el Ayuntamiento en comento, el 29 de Noviembre de 2004, en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 11, 12 13, 27 y 33 de la Ley General del Catastro y la Información Territorial del Estado de Coahuila de Zaragoza, pero diferente, dicha tabla, a la aprobada por el Pleno del Congreso del Estado, que en uso de sus facultades que le confieren los artículos 184, 189, 199, 200, 205, 226 y demás aplicables de la de la Ley Orgánica del Congreso Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, votó el dictamen de la Comisión de Finanzas, que fue leído; y al percatarse de ello, el Ayuntamiento en comento, solicito la publicación de una fe de erratas en el Periódico Oficial del Estado, solicitud que fue desechada por la Comisión de Finanzas de este Congreso con fecha 28 de febrero de 2005, por lo que dicho Ayuntamiento inició una controversia constitucional ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual se resolvió el 08 de diciembre de 2005, determinándose como válido y procedente legalmente el acuerdo de la Comisión de Finanzas, en el que se determinó la no procedencia de la solicitud de publicación de la fe de erratas solicitada por el Municipio de Torreón. 

Por lo anterior, los promoventes solicitan se exhorte a la Contaduría Mayor de Hacienda para que presente a la brevedad posible los dictámenes correspondientes de los cuatro trimestres del ejercicio fiscal 2005 del Municipio de Torreón, a efecto de que se pueda establecer, en su caso, la responsabilidad en que incurrió dicha administración, al realizar cobros diferentes de lo contemplado en las tablas de valores catastrales, aprobadas para el ejercicio 2005; y se solicite al Municipio de Torreón, que toda vez que ha concluido el proceso de Controversia Constitucional, se facilite toda la información a la Contaduría Mayor de Hacienda, para que ésta se encuentre en posibilidades de cumplir su encomienda. 

TERCERO.- Que la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, conforme a lo establecido por los artículos 4º. fracción IV y 12 de la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, es el conducto de comunicación entre el Congreso del Estado y la Contaduría Mayor de Hacienda, por lo que las peticiones y exhortos deben realizarse por conducto de dicha Comisión. 

CUARTO.- Que la Contaduría Mayor de Hacienda, como órgano técnico superior de fiscalización y control gubernamental del Congreso del Estado, tiene facultades para requerir la información contable y financiera que sea necesaria para cumplir con su función de revisar las cuentas públicas, pues goza de las más amplias atribuciones para recabar los elementos de información que necesite, para realizar dicha revisión. Por su parte, las entidades, en este caso, el Municipio de Torreón, está obligado a proporcionar a la Contaduría Mayor de Hacienda, la información que le solicite, así como permitir la práctica de visitas, inspecciones y auditorias, según lo dispone la propia ley orgánica de este órgano fiscalizador del Congreso, en el numeral 28. 

QUINTO.- Que corresponde a la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, elaborar los dictámenes de las cuentas públicas de las entidades, según lo disponen los artículos 4° fracción II y 5° fracción X de la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda; por lo que dicha Comisión, con fecha 22 de febrero del año en curso, solicitó a la Contaduría Mayor de Hacienda informara la situación que guarda la revisión de las cuentas públicas del Municipio de Torreón, correspondientes a los cuatro trimestres del 2005, para estar en posibilidades de emitir los respectivos dictámenes.

SEXTO.- Que en base a la información proporcionada por la Contaduría Mayor de Hacienda a la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, se advierte que respecto de los primeros tres trimestres de 2005, ya concluyó la revisión financiera, excepto la revisión de los ingresos, que por concepto de impuesto predial recaudó el Ayuntamiento en el 2005; por lo que actualmente este órgano fiscalizador, está llevando a cabo verificaciones domiciliarias a fin de obtener información necesaria para emitir los informes correspondientes. Respecto al cuarto trimestre de 2005, está en proceso de revisión de la situación financiera. 

En virtud de lo anterior, por el momento, no se cuenta con la información necesaria para estar en posibilidades de emitir los dictámenes correspondientes a las cuentas públicas en comento, por parte de la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública. 

SÉPTIMO.- Estas Comisiones Dictaminadoras Ordinarias de Hacienda y Cuenta Pública, de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 97; 102 fracciones I, II y IV; 103, 104, 106; 132; 134; 136; y dentro del término que para el efecto establece el artículo 144, numerales todos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, someten a su consideración el siguiente: 

ACUERDO:

ÚNICO.- Instrúyase a la Contaduría Mayor de Hacienda, por conducto de la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, para que una vez que concluya la revisión de las cuentas públicas del Municipio de Torreón, correspondientes a los cuatro trimestres del ejercicio 2005, lo informe a dicha Comisión para que emita los dictámenes correspondientes.

Asimismo se le exhorte a la Contaduría Mayor de Hacienda, para que en la revisión de las cuentas públicas aludidas, haga efectiva la facultad que le concede su ley orgánica en los artículos 25, 26 y 28, y solicite al Ayuntamiento de Torreón, la información contable y financiera necesaria para cumplir con su función. 

Así con fundamento en los artículos 97; 102 fracciones I, II y IV; 103, 104, 106; 132; 134; 136 y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, lo dictaminan y aprueban los: Diputados Integrantes de las Comisiones Unidas de Hacienda y Cuenta Pública, de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado. 

Comuníquese lo anterior al Pleno del Congreso, para los efectos legales a que haya lugar; Saltillo, Coahuila, a 28 de febrero de 2006. 

POR LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

DIP. HORACIO DE JESÚS DEL BOSQUE DÁVILA

COORDINADOR

DIP. ANTONIO JUAN-MARCOS VILLARREAL
DIP. JOSE LUIS MORENO AGUIRRE

DIP. LUIS ALBERTO MENDOZA BALDERAS
DIP. ALFREDO GARZA CASTILLO

POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR

DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ
DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ

DIP. DEMETRIO ANTONIO ZÚÑIGA SÁNCHEZ
DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE

DIP. JOSE IGNACIO MÁYNEZ VAREAL
DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA

DIP. VIRGILIO MALTOS LONG
DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS

DIP. RAÚL XAVIER GONZÁLEZ VALDÉS

COORDINADOR

DIP. JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE
DIP. JESÚS MARÍA MONTEMAYOR GARZA

DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
DIP. JULIÁN MONTOYA DE LA FUENTE

DIP. CÉSAR FLORES SOSA
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ
DIP. JORGE ALBERTO GUAJARDO GARZA

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, en relación al escrito de la C. María Alejandra Bañuelos Flores, mediante el cual solicita la incoación de un Juicio Político en contra de los C. C. Licenciados Patricia Estela Rodríguez Garza, Ricardo Treviño Villarreal y Juan Antonio Martínez Gómez, Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Estado integrantes de la Anterior Sala Colegiada Penal, por los hechos que especifica en la demanda de Responsabilidad Administrativa, presentada ante el Pleno del Tribunal citado; y 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente con fecha 17 de enero del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión el escrito de la C. María Alejandra Bañuelos Flores, mediante el cual solicita la incoación de un Juicio Político en contra de los C. C. Licenciados Patricia Estela Rodríguez Garza, Ricardo Treviño Villarreal y Juan Antonio Martínez Gómez, Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Estado, integrantes de la Anterior Sala Penal, por los hechos que especifica en la demanda de Responsabilidad Administrativa, presentada en contra de los citados Magistrados, ante el Pleno del Tribunal, así como el diverso de ratificación de denuncia.

SEGUNDO. Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la referida denuncia; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 97, 102 Fr. I y 103 Fr. XIV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que en los términos del escrito, de fecha  6 del mes de enero del año en curso, se tiene a la C. María Alejandra Bañuelos Flores por presentado denuncia de Juicio Político en contra de los Magistrados que integraron la Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado.

Que la denunciante en su escrito refiere que de los hechos primer y segundo, además de constituir faltas administrativas deriva una responsabilidad política y penal. En el primero de los mencionados hechos, aduce, que los C. C. Magistrados integrantes de la Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia, incumplieron los deberes propios de su cargo y por lo tanto no cumplieron con la mayor diligencia el trabajo de administración de justicia penal que se les tiene encomendado; lo anterior toda vez que la sentencia penal pronunciada en los autos del Toca Penal 1128l2004, carece de la debida fundamentación y motivación en cuanto al delito que se juzga, previsto en los artículos 424 y 426 fracción IV del Código Penal.

Añade  que en el considerando segundo de la  mencionada sentencia, los Magistrados ahora denunciados no tomaron en cuenta que la autoridad federal, al resolver el Juicio de amparo número 1094l2003, tuvo por plenamente acreditado el cuerpo del delito de fraude en su modalidad de prestación de servicios distinto al prometido por el que se acusó al inculpado; omisión de los Magistrados que favoreció a éste, a quien le dictaron sentencia absolutoria. Abunda la denunciante al manifestar que los Magistrados responsables indebidamente dejaron de lado al analizar los elementos del fraude específico, los que corresponden al fraude genérico, mismos que debieron tomarse en consideración habida cuenta que lo específico queda comprendido dentro de lo genérico y por lo mismo debió haberse analizado los elementos del fraude genérico, como lo hizo el a quo y la autoridad de amparo.

En el segundo de los hechos, sostiene la denunciante que el ad quem,  en forma maliciosa hizo constar falsamente hechos no acaecidos dentro de los autos del proceso natural y omitió mencionar los que se encuentran en el sumario, toda vez que sólo se concreto para tipificar el delito por el que se acusó al inculpado, al análisis de los tres elementos complementarios, mas no así de los que constituyen el fraude genérico, por considerar que no se necesitaba verificar la actualización de esos elementos por pertenecer a un tipo penal distinto del que se juzga.

La demandante sostiene que los hechos atribuidos constituyen conductas que motivan la instauración de un Juicio Político por que redunda en perjuicio de los intereses públicos fundamentales toda vez que la sentencia absolutoria pronunciada por el ad quem, clara y terminantemente violó leyes de orden público aplicables al caso objeto de estudio cuya finalidad es el mantenimiento de la paz con justicia que persigue el derecho y por lo tanto el orden público, que se perturba cuando el derecho no es respetado. Así mismo menciona que los integrantes de la Sala Penal omitieron observar la Constitución, sin la cual no puede existir la paz, ni el orden, ni el derecho a la propiedad, ni las relaciones humanas, ni el disfrute placentero de los bienes de la civilización y del progreso, puntos primordiales del Estado todos ellos, en los que descansa éste, su infraestructura y sus instituciones. 

Que la conducta desplegada redundó en perjuicio de su buen desempeño, ya que mediante el ejercicio indebido de sus funciones, a través de sus actos y omisiones otorgaron un privilegio injusto al absolver al inculpado, lo que según la denunciante se tradujo en una violación grave y sistemática de sus garantías individuales 

Finalmente, sostiene la denunciante, que los anteriores hechos son probablemente constitutivos de delito y pueden dar lugar a la responsabilidad penal de los susodichos Magistrados.

TERCERO. Por lo que a la exigencia de responsabilidad mediante la incoación de un juicio político en contra de los C. C. Magistrados integrantes de la anterior Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia se refiere, la doctrina y la ley misma han establecido cuatro clases, que son: política, penal, administrativa y civil. 

La responsabilidad política se produce por todas aquellas conductas de los servidores públicos que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho.

La legalidad es un principio " intuitu actu " y el principio de responsabilidad lo es " intuitu personae". El primero somete al órgano del Estado en sí mismo como ente despersonalizado; y segundo, al individuo que lo personifica o encarna.

Ahora bien, por juicio político debe entenderse todo aquel procedimiento materialmente jurisdiccional de carácter político, instaurado por el Congreso en contra de algún servidor público de los mencionados en los artículos 163 de la Constitución Política del Estado y 6° de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, por la omisión o comisión de conductas que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho. 

Finalmente, la responsabilidad civil se producirá por los daños y perjuicios que ocasionen los servidores públicos, empleados, trabajadores o funcionarios en el ejercicio de las labores o actividades que les estén encomendadas, y se hará valer antes las autoridades judiciales competentes. 

Establecido lo anterior, esta Comisión se avoca en los términos del artículo 14 de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, al examen de los hechos aducidos por el denunciante en contra de los C. C. Magistrados integrantes de la anterior Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia, por lo que deberá analizarse si los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia son sujetos de Juicio Político conforme a los artículos 163 de la Constitución Política local y 6° de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila; si su conducta se encuentra comprendida dentro de los supuestos enumerados en el artículo 8° de la Ley en cita, si la denuncia resulta procedente y por lo tanto, si amerita la incoación del procedimiento. 

Así las cosas, conforme a los artículos 163 de la Constitución Política Local y 6° de la Ley de Responsabilidad de Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, son sujetos de juicio político, entre otros servidores públicos, los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; las mencionadas disposiciones literalmente establecen: 

" Artículo 163.- (REFORMADO. PRIMER PARRAFO. P.O. 21 DE JUNIO DE 2005) 

Podrán ser sujetos de juicio político los diputados de Congreso de Estado; e gobernador del Estado; los secretarios del ramo; el procurador general de justicia; los subsecretarios; los sub procuradores de justicia; los directores generales y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo; los magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los magistrados del Tribunal Electoral; los magistrados del Tribunal Administrativo; los magistrados de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los presidentes, regidores, síndicos de los Ayuntamientos del estado; los integrantes de los concejos municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales; y los titulares de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación. 

El Gobernador del Estado, los Diputados al Congreso Local y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Estado, serán sujetos de juicio político en los términos que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando incurran en violaciones graves a este supremo ordenamiento y a las leyes federales que de él emanen, así como en el caso de manejo indebido de fondos y recursos federales. "

" ARTICULO 60.- Son sujetos de juicio político: los Diputados del Congreso del Estado; el Gobernador del Estado; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia; los subsecretarios; los subprocuradores de justicia; los directores generales y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los Magistrados del Tribunal Electoral; los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Distrito; los Jueces de Primera Instancia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos del estado; los integrantes de los Concejos Municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales y los consejeros electorales propietarios del Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila. " 

Precisado lo anterior, es el caso de examinar la actuación de los C. C. Magistrados integrantes de la anterior Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado.

Estima el denunciante que la responsabilidad de los C. C. Magistrados integrantes de la anterior Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado, por la que solicita en su contra la incoación de un juicio político, deviene de haber dictado una sentencia absolutoria al inculpado Alberto Gerardo Siller Reyes, dentro de los autos del Toca Penal número 1128/2004, dado que la sentencia de mérito carece de fundamentación y motivación en cuanto al delito que se juzga, previsto y sancionado en los artículos 424 y 426 fracción IV, de Equiparado al Fraude, en su modalidad de Prestación de Servicio Distinto al Prometido. 

Precisada la conducta que la denunciante atribuye a los C. C. Magistrados integrantes de la anterior Sala Colegiada Penal del Tribunal superior de Justicia del Estado, en contra de quienes solicita la incoación de un juicio político, el artículo 7° de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece que este procede cuando los actos u omisiones de los servidores públicos que pueden ser sujetos a él, redunden en perjuicio de los interese públicos fundamentales o de su buen despacho, lo que según el artículo 8° de la ley en consulta acontece en los supuestos siguientes: 

"I.- El ataque a las instituciones democráticas; 

II.-El ataque a la forma de gobierno republicano, representativo y popular; así como a los niveles de gobierno federal, estatal y municipal,. 

III.- Las violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales o sociales;" 

IV:- El ataque a la libertad de sufragio;

V.- La usurpación de atribuciones;

Vl.- Cualquier infracción a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a la Constitución Política del Estado, a las leyes federales estatales que de ellas emanen, cuando cause perjuicios graves a la Federación, al Estado, a uno o varios Municipios del Estado, a la sociedad. o motive algún trastorno en el funcionamiento normal de las instituciones; 

VII.- Las omisiones de carácter grave, en los términos de la fracción anterior; 

VIII.- Las violaciones sistemáticas o graves a los planes. programas y presupuestos de la Administración Pública Estatal o de los Municipios; a las leyes y demás ordenamientos que determinen el manejo de los recursos económicos estatales y municipales, y a los convenios y acuerdos de coordinación que para la transferencia de dichos recursos se celebren."
Ahora bien, de los supuestos antes mencionados, la denunciante María Alejandra Bañuelos Flores, estima que los Magistrados responsables conculcaron concretamente los previstos en las fracciones III, VI y VII. toda vez que la sentencia absolutoria que pronunciaron a favor de Alberto Gerardo Siller Reyes, en su concepto, constituyó una violación grave y sistemática de las garantías individuales, habida cuenta que la sentencia absolutoria pronunciada por el ad quem, clara y terminantemente violó leyes de orden público aplicables al caso objeto de estudio cuya finalidad es el mantenimiento de la paz con justicia que persigue el derecho y por lo tanto el orden público, que se perturba cuando el derecho no es respetado. 

Precisado lo anterior, conforme al artículo 7° de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, es procedente el juicio político cuando los actos u omisiones de los servidores públicos, entre los que se encuentran los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho. 

La denunciante, citando la obra de Alberto de Castillo del Valle~ " La Defensa Jurídica de la Constitución en México " dice: 

" Por intereses públicos fundamentales se entiende a todo aquel aspecto jurídico que incumba al gobierno y a la sociedad en general y que sea básica para e! país: El interés es algo que atañe o preocupa algún ente. Este interés será público cuando se interrelaciona con toda la sociedad y que imparte trascendencia para el gobierno... Por último, el interés público es fundamental cuando está en juego un punto primordial del Estado, en que descansa éste, su infraestructura y sus instituciones.

De la trascripción que antecede, fácilmente se advierte que los intereses públicos fundamentales son todos aquellos que incumben al gobierno y a la sociedad y son básicos para el país; y, una sentencia absolutoria pronunciada por un Tribunal Estatal en los autos de un Toca Penal, obviamente no trasciende de modo tal que afecte a intereses públicos fundamentales, básicos para el país, como pueden serio los relativos a la seguridad general, que comprenden la paz, el orden, la salud pública, la seguridad en las adquisiciones y transacciones, la seguridad en las instituciones políticas, religiosas, culturales y económicas, el progreso y estándares mínimos de vida, la moral y conservación de recursos naturales, todos los cuales no se ven afectados o menoscabados por el hecho de que un tribunal haya pronunciado una sentencia absolutoria en un Toca Penal. Lo anterior es así, pues el orden público, en opinión de Baudry -Lacantinerie, es el conjunto de ideas políticas, morales, económicas, religiosas, a las cuales una sociedad estima ligada su existencia; luego, contrario a lo que sostiene la denunciante, una sentencia absolutoria pronunciada en un proceso penal, no afecta a la existencia misma de la sociedad, ni a los intereses públicos fundamentales del Estado, pues incluso existe el aforismo de que " es preferible un culpable en la calle que un inocente en la cárcel "; ello, demuestra que, aun cuando toda ley tiene una finalidad social, en algunas de ellas, las denominadas de orden público, se privilegia esta finalidad; y, en otras, el primer plano, lo ocupa el interés individual.

En otro orden de ideas, el hecho de que los C. C. Magistrados de la Sala Colegiada Penal hayan dictado una sentencia absolutoria, no significa que hayan actuado en contra del buen despacho de los intereses públicos fundamentales, pues como ya quedó demostrado con las razones que anteceden, una sentencia absolutoria en un proceso penal no afecta a los intereses públicos fundamentales del Estado. 

No obsta a las consideraciones que anteceden, que la ahora denunciante María Alejandra Bañuelos Flores, considere que la sentencia absolutoria pronunciada en favor de Alberto Gerardo Siller Reyes, .por los entonces Magistrados de la Sala Colegiada Penal: vulnera lo establecido en las fracciones III, VI y VII del articulo 8° de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, pues no está demostrado que la susodicha sentencia absolutoria se haya traducido en una violación grave y sistemática de las garantías individuales, dado que la ahora denunciante no precisa cuales fueron las garantías que los C. C. Magistrados violaron al dictar esa sentencia absolutoria, y menos aun, que dichos magistrados sistemáticamente hayan violado garantías individuales; pues el término sistemático, conforme al Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, en su segunda acepción, se refiere a la persona que procede por principios, y con rigidez en su tenor de vida o en sus escritos, opiniones, etcétera; y, en la especie, no está acreditado en autos que los C. C. Magistrados de la Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia, en forma constante, invariable y persistente hayan inobservado las garantías individuales, de modo tal que pudiesen haber incurrido en responsabilidad política. 

Por lo demás, conforme a las fracciones VI y VII del citado artículo 8°. Las infracciones u omisiones en agravio de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, o de la Constitución Local, o de las leyes federales o estatales que de ellas emanen, para que den motivo a la incoación de un Juicio Político, requieren que se cause perjuicios graves a la Federación, al Estado, a uno o varios Municipios del Estado, a la sociedad, o motive al trastorno al funcionamiento normal de las instituciones; supuestos que no se actualizan con el hecho de que los Magistrados integrantes de la Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia, hayan pronunciado una sentencia absolutoria a favor de Alberto Gerardo Siller Reyes. 

Corolario de lo antes expuesto, es que la sentencia absolutoria pronunciada por los C. C. Magistrados de la Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia, en favor de Alberto Gerardo Siller Reyes, en forma alguna puede dar lugar a la incoación de un juicio político en su contra.

Finalmente, no resulta ocioso dejar establecido que conforme al artículo 14 de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y presentando los elementos de prueba correspondientes, podrá formular por escrito denuncia, fundada y motivada, ante el Congreso del Estado por las conductas de los servidores públicos a que se refiere el artículo 6o. de la Ley en cita; supuesto que en la especie no acontece, pues la denunciante María Alejandra Bañuelos Flores, ante esta Legislatura ningún elemento de prueba aportó para acreditar sus afirmaciones, ya que las que ofreció, las presentó ante el Tribunal Superior de Justicia para demostrar la responsabilidad administrativa que atribuye a los Magistrados de la anterior Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, con fundamento en el artículo 14 de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, estima que la conducta atribuida a los C. C. Magistrados de la anterior Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia, no está comprendida dentro de los supuestos a que se refiere el artículo 8° de la ley antes mencionada y por lo mismo la denuncia no es procedente ni amerita la incoación de un juicio político, amen de que tampoco está demostrado que su conducta de merito para una declaración de procedencia a efecto de separarlos de su cargo y ponerlos a disposición de la autoridad competente, pues corno se asentó la denunciante ninguna prueba aportó ante esta Legislatura para justificar los hechos de que se duele en su denuncia. 

Por lo expuesto y fundado, esta Comisión somete a la consideración del Pleno, para su estudio, discusión y aprobación en su caso, el siguiente

DICTAMEN

PRIMERO. Por las razones expuestas, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, estima improcedente incoar juicio político en contra de los C. C. Patricia Estela Rodríguez Garza, Ricardo Treviño Villarreal y Juan Antonio Martínez Gómez, Magistrados de la anterior Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado; así como emitir una declaración de procedencia en su contra. 

SEGUNDO. Notifíquese este dictamen en forma oficial a la C. María Alejandra Bañuelos Flores, en el domicilio que señala para el efecto, ubicado en la casa marcada con el número 353 sur de la Calle de General Cepeda, de esta ciudad de Saltillo, Coahuila, teniendo por autorizado para ese fin a los C. C. Gerardo Manuel Valencia Sarabia y/o María del Rosario Espinoza Reyes.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetro Zúñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 28 de febrero de 2006.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO
DIP. ROMÁN A. CEPEDA GONZÁLEZ

               COORDINADOR

DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ
DIP. DEMETRIO ZÚÑIGA SÁNCHEZ

DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA

DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
DIP. VIRGILIO MALTOS LONG.

DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “  Propuesta relativa a los bonos de marcha ”, presentada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y  Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ” del Partido de la Revolución Democrática; y, 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 31 de enero de 2006, se trató lo relativo a la proposición a que se alude en el proemio de este Dictamen.

SEGUNDO.  De conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en el artículo 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen por el acuerdo tomado por la Diputación Permanente.

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo referente a la “  Propuesta relativa a los bonos de marcha ”, presentada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y  Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ” del Partido de la Revolución Democrática, se basa en las consideraciones siguientes:

El Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, ha determinado solicitar a ésta Honorable Diputación Permanente se sirva turnar a la Comisión Interinstitucional, la siguiente proposiciones ( sic ) a efecto de que sea estudiada, junto con las demás que, seguramente, harán llegar el Gobernador del Estado, los Ayuntamientos, las organizaciones de la sociedad civil y los ciudadanos en lo individual. Reiteramos, no es con protagonismos como vamos a resolver la exigencia ciudadana de abolir los bonos, sino con el trabajo serio y comprometido de todos.

La propuesta se refiere a un tema de fondo, esto es, determinar el nivel jerárquico que debe tener la norma que prohíba los bonos de marcha. Coincidimos con el Diputado Horacio del Bosque, en la necesidad de reformar diversos ordenamientos secundarios, pero sostenemos que la prohibición debe ser constitucional.

Planteamos adicionar un segundo párrafo al artículo 188 de la Constitución Política del Estado, en los términos siguientes:

"ARTÍCULO 188. No se cubrirá ninguna remuneración a los servidores públicos por el tiempo de sus faltas temporales, a no ser que estas fueren por causa justificada, en los términos que señalen las Leyes respectivas. "

(adición propuesta)

"Queda prohibida la entrega de bonos de compensación, de marcha o cualquier emolumento que tenga por objeto entregar percepciones extraordinarias a los servidores públicos, señalados en el artículo anterior, al finalizar su ejercicio de funciones. La ley establecerá las sanciones y responsabilidades en que incurran las autoridades que las entreguen y los servidores públicos que las reciban, con independencia del procedimiento legal para que los recursos sean restituidos al erario público."

Abogamos por que la reforma sea constitucional puesto que, de esa manera, la norma prohibitiva adquiere supremacía, lo que implica que cualquier dispositivo normativo contenido en leyes secundarias o reglamentarias, que se opusiera o fuera contrario a la disposición constitucional, quedaría abrogado.

Es importante señalar que el artículo 187 de la Constitución, al que se hace referencia en el segundo párrafo que se pretende adicionar, contiene una relación de servidores públicos entre los que se encuentra el Gobernador, los diputados, los magistrados del Tribunal Superior de Justicia y los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos.

Por eso insistimos en que la prohibición de los bonos de marcha debe quedar establecida en la Constitución Política del Estado, puesto que al elevarla a norma constitucional ninguna disposición de cualquier ley, código o reglamento podrá contravenirla, lo que garantiza su vigencia plena y estricta observancia.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, el Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, solicita respetuosamente a la Diputación Permanente del Congreso, se sirva turnar la siguiente proposición a la Comisión Interinstitucional que se encargará de estudiar y analizar el tema de los bonos de marcha.”

TERCERO.- Esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, advierte que para la Diputación Permanente de esta Quincuagésimo Séptima Legislatura, la definición de instrumentos jurídicos que eviten la aplicación discrecional de percepciones salariales extraordinarias de los servidores públicos locales, es un tema que por su trascendencia a sido abordado por la “ Comisión Interinstitucional ”, conformada por representantes de los Poderes Ejecutivo y Legislativo y de diversos Ayuntamientos del Estado, lo que sin duda alguna evidencia la sensibilidad de esta Legislatura hacia la cuestión que ahora nos ocupa.

En efecto,  como propósito de la “ Comisión Interinstitucional ” se estableció el siguiente:

“ Realizar un estudio integral que permita al Poder Legislativo actualizar el marco jurídico para evitar la aplicación de percepciones extraordinarias que puedan recibir los servidores públicos del Estado y Municipios de la Entidad, derivadas de la discrecionalidad en la aplicación de las economías de partidas presupuestales de rubros distintos a los asignados a salarios y prestaciones” 

Como fácilmente se advierte, propósito de la Comisión es la realización de un estudio integral del marco jurídico del Estado, que permita su actualización, lo que desde luego incluye  no solo los ordenamientos secundarios del Estado, sino también el orden constitucional del mismo; pues se reitera, el estudio al marco jurídico estatal, es integral, lo que implica que comprende todas las partes o aspectos del tema que se trata; en este caso, el estudio de la normatividad total del Estado para evitar la aplicación de percepciones extraordinarias que puedan recibir los servidores públicos del Estado y Municipios de la Entidad.

Así las cosas, en concepto de esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la preocupación de los autores de la propuesta para que la Diputación Permanente turne a la Comisión Interinstitucional su iniciativa a efecto de que se privilegie una adición al segundo párrafo del artículo 188 de la Constitución Política del Estado, en los términos que exponen, irrumpe en los trabajos de la Comisión y resulta innecesaria; pues por una parte, el C. Diputado Lorenzo Dávila Hernández, miembro de esta Legislatura,  es integrante de la susodicha Comisión,  y por ello está en su mano someter directamente al  examen de la misma su propuesta; y  por otra, corresponderá a la “ Comisión Interinstitucional ”, por acuerdo de la propia Diputación Permanente, hacer el estudio integral del marco jurídico del Estado, que incluye desde luego el aspecto constitucional y no sólo el de la legislación secundaria.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden resulta pertinente emitir el siguiente 

DICTAMEN

Único.- Por las razones expuestas, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales estima innecesario que el Pleno de esta Quincuagésimo Séptima Legislatura, turne a la “ Comisión Interinstitucional ” la propuesta que hacen los C. C. Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro E. Fuantos S., integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática “ General Felipe Ángeles ”, a fin de que se privilegie la adición de un segundo párrafo al artículo 188 de la Constitución Política del Estado, en los términos que exponen; pues el primero de los mencionados es miembro de dicha Comisión y por lo mismo directamente puede someter a su consideración la propuesta de referencia; amen de que, por acuerdo de la propia Diputación Permanente, y para no irrumpir en los trabajos de la Comisión, se estableció que ésta  hiciese un estudio integral del marco jurídico del Estado, a fin de evitar la aplicación de percepciones extraordinarias que puedan recibir los servidores públicos del Estado y Municipios de la Entidad; estudio que por ser integral,  desde luego incluye el aspecto constitucional. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetro Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 28 de febrero de 2006.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO 
DIP. ROMÁN A. CEPEDA GONZÁLEZ

               COORDINADOR

DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ  
DIP. DEMETRIO ZÚÑIGA SÁNCHEZ

DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA

DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
DIP. VIRGILIO MALTOS LONG.

DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la  Quincuagésima Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo mediante la que se propone integrar una Comisión Plural que elabore una Iniciativa de Reformas a la Ley Orgánica del Congreso de Coahuila, propuesta por los diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Partido de la Revolución Democrática. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en Segunda Sesión del Periodo de Instalación de la LVII Legislatura, celebrada el día 2 de Enero de 2006, el Pleno del Congreso trató lo relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo mediante la que se propone integrar una Comisión Plural que elabore una Iniciativa de Reformas a la Ley Orgánica del Congreso de Coahuila, propuesta por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Partido de la Revolución Democrática. 

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, y de conformidad con los artículos 103, 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que dicha Proposición con Punto de Acuerdo, fuera turnada a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales para su estudio y dictamen; y, 

CONSIDERANDO c

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente Dictamen, tanto por el acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva, como por lo dispuesto en los artículos 103, 132, y 144, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo presentada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Partido de la Revolución Democrática mediante la que se propone integrar una Comisión Plural que elabore una Iniciativa de Reformas a la Ley Orgánica del Congreso de Coahuila, fue puesta a consideración de la Diputación Permanente antes de ser turnada a esta Comisión. 

TERCERO. Por principio de cuentas, y a fin de contar con un marco jurídico que determine la viabilidad de la propuesta en estudio, resulta procedente mencionar lo dispuesto por el artículo 183 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, el cual señala que "El derecho de iniciar leyes y decretos compete: I.- A los Diputados;...”En esa tesitura, es incuestionable que al existir una disposición expresa que faculta a los Diputados para iniciar leyes y decretos; trae como consecuencia lógica, que resulte innecesaria la creación de una Comisión Especial que elabore una Iniciativa de Reforma a la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila; al encontrarse los Diputados que presentan la propuesta en estudio, facultados, conforme a derecho, para solicitar directamente a esta Legislatura, la Iniciativa de Reforma que pretenden sea elaborada; ya que hacerlo de forma contraria, equivaldría a dilatar el proceso Legislativo, el cual en todo momento debe estar revestido de una serie de cualidades tales como constitucionalidad, viabilidad, celeridad, congruencia y equidad, por mencionar algunas.

Es por ello, que la propuesta que se somete a consideración de la Comisión que ahora dictamina, deviene improcedente, en virtud de encontrarse regulada bajo un ordenamiento jurídico, la forma en que habrán de iniciarse leyes y decretos. 

Vale la pena mencionar, que en el supuesto no acontecido, de que la presente propuesta fuera procedente, implicaría un proceso complejo mediante el cual se llevará a cabo la creación de una Comisión con el fin antes mencionado, que terminalmente no garantizaría el objetivo que se pretende. 

Consecuencia de las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO. Por las razones expuestas, resulta improcedente la Proposición con Punto de Acuerdo planteada, ya que no es necesaria la Creación de una Comisión Plural que elabore una Iniciativa de Reformas a la Ley Orgánica del Congreso, toda vez que los diputados están facultados para presentar Iniciativas de ley o Reforma, así lo disponen el artículo 183 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Francisco Saracho Navarro (Coordinador), Diputado Román Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio Zúñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila a 28 de febrero de 2006.

Dip. Francisco Saracho Navarro
Dip. Román Cepeda González

            Coordinador

Dip. Juan Alejandro de Luna González
Dip. Demetrio Zúñiga Sánchez

Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone
Dip. José Ignacio Máynez Varela

Dip. Jesús Manuel Pérez Valenzuela
Dip. Virgilio Maltos Long

Dip. Lorenzo Dávila Hernández

Dictamen de la Comisión de Salud de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo al Punto de Acuerdo, sobre "Impartición de Cursos de Primeros Auxilios en Escuelas Secundarias", planteada por los diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario "Ignacio Zaragoza" del Partido Unidad Democrática de Coahuila 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, el día 8 de febrero del año en curso, se trató la Proposición con Punto de Acuerdo sobre "Impartición de Cursos de Primeros Auxilios en Escuelas Secundarias ", planteada por los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Ignacio Zaragoza" del Partido Unidad Democrática de Coahuila. 

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, se dispuso que dicha Proposición con Punto de Acuerdo fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen, de conformidad con lo dispuesto por los artículos, 199, 251 y demás relativos de la Ley, Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Diputación Permanente, como por lo dispuesto en los artículos 112, 132 y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo presentada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario "Ignacio Zaragoza", solicita se haga un plantamiento sobre la "Impartición de Cursos de Primeros Auxilios en Escuelas Secundarias" 

TERCERO.- Que dicha proposición con Punto de Acuerdo se basa en diferentes consideraciones que en su momento fueron dadas a conocer a la Diputación permanente en la lectura del documento en cuestión. 

CUARTO.- Que la Impartición de cursos de Primeros Auxilios es de vital importancia para la sociedad en general, así como su difusión en Escuelas, para que al tener el conocimiento al presentarse alguna acción de emergencia se pueda estabilizar el estado del accidentado. 

QUINTO.- Que los Primeros Auxilios son todas aquellas medidas o actuaciones que realiza el auxiliador, en el lugar donde ha ocurrido el accidente, hasta la llegada de personal especializado. Y esto último, es lo que le concede la importancia a los primeros auxilios ya que de esta primera acción va a depender en gran medida el estado general y posterior evolución del accidentado. Asimismo se considera este hecho como una obligación civil 

Atenta a las consideraciones que anteceden, esta Comisión emite el siguiente

ACUERDO

UNICO.- Resulta procedente hacer un plantamiento a las Secretarías de Educación y Cultura y de Salud del Gobierno del Estado; proponiendo la instrumentación de un programa orientado a que en las escuelas primarias, secundarias generales y técnicas además de nivel medio superior se impartan cursos de primeros auxilios; y que asimismo; la Secretaría de Salud, como instancia encargada de esta materia, involucre en esta acción a instituciones como el IMSS, ISSSTE, y al Ejercito Mexicano y a organizaciones como la Cruz Roja Mexicana; así como las Facultades de Medicina y Escuela de Enfermería de la entidad. 

Dado en la Sala de Comisiones Plan de Guadalupe del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la ciudad de Saltillo, Coahuila a 27 de febrero del 2006. 

Diputado. Francisco Javier Z'Cruz Sánchez 

Coordinador 

Dip. Juan Carlos Ayup Guerrero 

Dip. José Luis Alcalá de la Peña 

Dip. Jorge Rosales Saade

Dip. Alfredo Garza Castillo 

Dictamen de la Comisión de Asuntos Fronterizos de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso de Estado de Coahuila de Zaragoza, en relación al Acuerdo aprobado en la Sesión de la Comisión Permanente del Congreso del Estado de Tamaulipas, realizada el día 6 de Enero del 2006. 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Que en la sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso, el día 24 de Enero del 2006, se dio cuenta del oficio enviado por el H. Congreso de Estado de Tamaulipas, en el que manifiesta inaceptable la Iniciativa H.R.4437 aprobada por la Cámara de Representantes de Estados Unidos, se adhiere a la condena expresada por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión y a la solicitud hecha a la Secretaria de Relaciones Exteriores, por conducto de la Secretaria de Gobernación para que implemente el rechazo de México al muro fronterizo, también solicita a los Ejecutivos Estatales, a las Legislaturas de los Estados y a los Presidentes Municipales de la frontera con Estados Unidos de América, a manifestar el desacuerdo total con la construcción de un muro en la frontera de nuestro país. 

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Diputación Permanente de este H. Congreso se turno el planteamiento antes mencionado a esta Comisión, para su estudio y en su caso aprobación del dictamen, en el cual se resuelva sobre lo que se estime procedente. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen, de conformidad con los artículos 125, 132, 144, 199 y 252 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que se anexa al presente dictamen el Punto de Acuerdo aprobado por el Congreso del Estado de Tamaulipas.

TERCERO. El comunicado fue recibido el día 17 de Enero del 2006 y tunado a esta comisión el día 24 del mismo mes, para análisis y dictamen por los miembros que integran esta Comisión de Asuntos Fronterizos, quienes 

DICTAMINAN: 

UNICO. Que se envié comunicado como acuse de recibo agradeciendo la atención al Congreso del Estado de Tamaulipas. 

Dado en la Sala de Juntas Independencia del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la Ciudad de Saltillo, Coahuila, el día 22 de Febrero del 2006.

Por la Comisión de Asuntos Fronterizos

Dip. Alfredo Garza Castillo

Coordinador

Dip. José Francisco Cortés Lozano

Dip. Francisco Saracho Navarro

Dip. Jesús María Montemayor Garza

Dip. Leocadio Hernández Torres

Dip. Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez

Dip. José Antonio Jacinto Pacheco

Dictamen de la Comisión de Asuntos Fronterizos de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso de Estado de Coahuila de Zaragoza, en relación al Acuerdo aprobado en la Sesión Ordinaria del Congreso del Estado de Baja California, realizada el día 22 de Diciembre del 2005. 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Que en la sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso, el día 17 de Enero del 2006, se dio cuenta del oficio enviado por el H. Congreso de Estado de Baja California, en el que manifiesta su disposición de participar en los trabajos emanados de la estrategia establecida por el pleno del Congreso de la Unión, respecto de la Ley de Protección Fronteriza contra el Terrorismo y Control de la Inmigración Ilegal, que pretende, entre otras acciones, la construcción de un doble muro entre la Frontera de México y Estados Unidos, disponiéndose asimismo, la comunicación de este acuerdo a los Congresos de los Estados, a efecto de formular un boque contra dicha medida. 

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Diputación Permanente de este Congreso se turno el planteamiento antes mencionado a esta Comisión, para su estudio y en su caso aprobación del dictamen, en el cual se resuelva sobre lo que se estime procedente. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen, de conformidad con los artículos 125, 132, 144, 199 y 252 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que se anexa al presente dictamen el Punto de Acuerdo aprobado por el Congreso del Estado de Baja California.

TERCERO. El comunicado fue recibido el día 12 de Enero del 2006 y tunado a esta comisión el día 17 del mismo mes, para análisis y dictamen por los miembros que integran esta Comisión de Asunto Fronterizos, quienes

DICTAMINAN: 

UNICO. Que se envié comunicado como acuse de recibo agradeciendo la atención al Congreso del Estado de Baja California. Dado en la Sala de Juntas Independencia del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la Ciudad de Saltillo, Coahuila, el día 22 de Febrero del 2006. 

Por la Comisión de Asuntos Fronterizos

Dip. Alfredo Garza Castillo

Coordinador

Dip. José Francisco Cortés Lozano

Dip. Francisco Saracho Navarro

Dip. Jesús María Montemayor Garza

Dip. Leocadio Hernández Torres

Dip. Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez

Dip. José Antonio Jacinto Pacheco

Dictamen de la Comisión de Asuntos Fronterizos de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso de Estado de Coahuila de Zaragoza, en relación al Acuerdo del Congreso del Estado de Michoacán. 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Que en la sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso, el día 24 de Enero del 2006, se dio cuenta del oficio enviado por el H. Congreso de Estado de Michoacán, en el que se informa de la aprobación de un Punto de Acuerdo en el que se reprueban las actividades de grupos extremistas que realizan actos de violencia en contra de los inmigrantes en la frontera de México y Estados Unidos de América, particularmente el conocido como "minuteman project", a favor del cual se ha manifestado el gobernador de California, de los Estados Unidos de América. 

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Diputación Permanente de este Congreso se turnó el planteamiento antes mencionado a esta Comisión, para su estudio y en su caso aprobación del dictamen, en el cual se resuelva sobre lo que se estime procedente y: 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen, de conformidad con los artículos 125, 132, 144, 199 y 252 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que se anexa al presente dictamen el Punto de Acuerdo aprobado por el Congreso del Estado de Michoacán. 

TERCERO. El comunicado fue recibido el día 1 de Febrero del 2006 y tunado a esta comisión el día 8 del mismo mes, para análisis y dictamen por los miembros que integran esta Comisión de Asuntos Fronterizos, quienes 

DICTAMINAN: 

PRIMERO. Que se envié comunicado como acuse de recibo agradeciendo la atención del Congreso del Estado de Michoacán. 

SEGUNDO. Se le informe al Congreso del Estado de Michoacán que esta Quincuagésima Séptima Legislatura el Congreso del Estado de Coahuila, se solidariza con los planteamientos contenidos en el Punto de Acuerdo remitido el día 1 de Febrero del 2006. 

Dado en la Sala de Juntas Independencia del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la Ciudad de Saltillo, Coahuila, el día 22 de Febrero del 2006. 

Por la Comisión de Asuntos Fronterizos

Dip. Alfredo Garza Castillo

Coordinador

Dip. José Francisco Cortés Lozano

Dip. Francisco Saracho Navarro

Dip. Jesús María Montemayor Garza

Dip. Leocadio Hernández Torres

Dip. Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez

Dip. José Antonio Jacinto Pacheco

Dictamen de la Comisión de Asuntos Fronterizos de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso de Estado de Coahuila de Zaragoza, en relación al Acuerdo del Congreso del Estado de Durango. 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Que en la sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso, el día 24 de Enero del 2006, se dio cuenta del oficio enviado por el H. Congreso de Estado de Durango, en el que se informa de la aprobación de un punto de Acuerdo en el que se hace un exhorto al Titular de la Secretaria de Relaciones Exteriores del Gobierno Federal a fin de que se realicen las acciones necesarias para garantizar os derechos humanos de los migrantes y que se asuma una actitud mas enérgica ante la política migratoria del Gobierno de Estados Unidos, así como para que se intensifiquen las acciones de auxilio a los migrantes de la frontera norte y para que se busque una solución adecuada a la migración, conjuntamente con las autoridades del Gobierno de los Estados Unidos de América. Exhortándose, asimismo, al Congreso de la Unión y a las legislaturas Locales, para que se proteste ante el Congreso de los Estados Unidos de América, respecto a proyecto de Ley Antiinmigrante que contempla, entre otras acciones, la construcción de un muro en la frontera sur, y solicitándose al Ejecutivo Federal que se investigue la muerte de nuestro connacional Guillermo Martínez Rodríguez. 

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Diputación Permanente de este H. Congreso se turnó el planteamiento antes mencionado a esta Comisión, para su estudio y en su caso aprobación del dictamen, en el cual se resuelva sobre lo que se estime procedente y: 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen, de conformidad con los artículos 125, 132, 144, 199 y 252 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que se anexa al presente dictamen el Punto de Acuerdo aprobado por el Congreso del Estado de Durango 

TERCERO. El comunicado fue recibido el día 19 de Enero del 2006 y tunado a esta comisión el día 24 del mismo mes, para análisis y dictamen por los miembros que integran esta Comisión de Asuntos Fronterizos, quienes 

DICTAMINAN: 

UNICO. Que se envié comunicado como acuse de recibo agradeciendo la atención al Congreso del Estado de Durango. 

Dado en la Sala de Juntas Independencia del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la Ciudad de Saltillo, Coahuila, el día 22 de Febrero del 2006. 

Por la Comisión de Asuntos Fronterizos

Dip. Alfredo Garza Castillo

Coordinador

Dip. José Francisco Cortés Lozano

Dip. Francisco Saracho Navarro

Dip. Jesús María Montemayor Garza

Dip. Leocadio Hernández Torres

Dip. Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez

Dip. José Antonio Jacinto Pacheco

Dictamen de la Comisión de Asuntos Fronterizos de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso de Estado de Coahuila de Zaragoza, en relación al Acuerdo de los Congresos de Colima, Jalisco, Sonora y Tlaxcala. 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Que en la sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso, el día 31 de Enero del 2006, se dio cuenta de los oficios enviados por los Congresos de Colima, Jalisco, Sonora y Tlaxcala en los que se manifiestan en contra de la Ley de Protección Fronteriza, Antiterrorismo y Control de la Inmigración Ilegal, aprobada por la Cámara de Representantes de los Estados Unidos de América, solicitándose asimismo, que este Congreso se adhiera a dichos acuerdos. 

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Diputación Permanente de este H. Congreso, se turnaron los planteamientos antes mencionados a esta Comisión, para su estudio y en su caso aprobación del dictamen, en el cual se resuelva sobre lo que se estime procedente. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen, de conformidad con los artículos 125, 132, 144, 199 y 252 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que se anexan al presente dictamen los Puntos de Acuerdo aprobados por los Congresos de Colima, Jalisco, Sonora y Tlaxcala. 

TERCERO. Los Puntos de Acuerdo del Congreso de Colima fueron aprobados en sesiones realizadas los días 22 y 23, el comunicado fue recibido el día 27 de Enero del 2006 y turnado a esta Comisión el día 31 del mismo mes para análisis y dictamen por los miembros que integran esta Comisión de Asuntos Fronterizos 

CUARTO. El Punto de Acuerdo No 1351/06 del Congreso del Estado de Jalisco, fue aprobada en sesión realizada el día 19 de Enero, el comunicado, sin fecha de recibido, fue turnado a esta Comisión el 31 de Enero, para análisis y dictamen por los miembros que integran esta Comisión de Asuntos Fronterizos de la Quincuagésima Séptima Legislatura. 

QUINTO. El Punto de Acuerdo del Congreso del Estado de Sonora fue aprobado en sesión realzada el día 22 de Enero, el comunicado fue recibido con fecha 27 de Enero y turnado a esta Comisión el 31 de Enero, para análisis y dictamen por los miembros que integran esta Comisión de Asuntos Fronterizos. 

SEXTO. El Punto de Acuerdo del Congreso del Estado de Tlaxcala fue aprobado en Sesión Extraordinaria Publica realizada el día 28 de Diciembre del 2005, el comunicado fue recibido con fecha 27 de Enero y turnado a esta Comisión el 31 de Enero, para análisis y dictamen por los miembros que integran esta Comisión de Asuntos Fronterizos.

Con esta información los integrantes de la Comisión de Asuntos Fronterizos 

DICTAMINAN: 

UNICO. Que se envié comunicado como acuse de recibo agradeciendo la atención a los Congresos de Colima, Jalisco, Sonora y Tlaxcala 

Dado en la Sala de Juntas Independencia del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la Ciudad de Saltillo, Coahuila, el día 22 de Febrero del 2006. 

Por la Comisión de Asuntos Fronterizos

Dip. Alfredo Garza Castillo

Coordinador

Dip. José Francisco Cortés Lozano

Dip. Francisco Saracho Navarro

Dip. Jesús María Montemayor Garza

Dip. Leocadio Hernández Torres

Dip. Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez

Dip. José Antonio Jacinto Pacheco

Dictamen de la Comisión de Asuntos Fronterizos de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso de Estado de Coahuila de Zaragoza, en relación al Acuerdo No 09, aprobado en la Sesión de la Comisión Permanente del Congreso del Estado de Zacatecas, realizada el día 4 de Enero del 2006. 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Que en la sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso, el día 24 de Enero del 2006, se dio cuenta del oficio enviado por el H. Congreso de Estado de Zacatecas, en el que se solicita al Titular del Poder Ejecutivo Federal y a los Titulares de las Secretarias de Relaciones Exteriores y de Gobernación que coadyuven a la suscripción de Tratados Internacionales en materia de migración; exhortándose asimismo a los Congresos Locales, a pronunciarse en apoyo de las gestiones que realice la Presidencia de la República en materia de migración 

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Diputación Permanente de este Congreso se turnó el planteamiento antes mencionado a esta Comisión, para su estudio y en su caso aprobación del dictamen, en el cual se resuelva sobre lo que se estime procedente. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen, de conformidad con los artículos 125, 132, 144, 199 y 252 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que se anexa al presente dictamen el Punto de Acuerdo aprobado por el Congreso del Estado de Zacatecas 

TERCERO. El comunicado fue recibido el día 19 de Enero del 2006 y tunado a esta comisión el día 24 del mismo mes, para análisis y dictamen por los miembros que integran esta Comisión de Asuntos Fronterizos, quienes 

DICTAMINAN: 

PRIMERO. Que se envié comunicado como acuse de recibo agradeciendo la atención al Congreso del Estado de Zacatecas. . 

SEGUNDO. Que se le informe al Congreso del Estado de Zacatecas que esta Quincuagésima Séptima Legislatura el Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, se solidariza con los planteamientos que se hacen en materia migratoria. 

Dado en la Sala de Juntas Independencia del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la Ciudad de Saltillo, Coahuila, el día 22 de Febrero del 2006. 

Por la Comisión de Asuntos Fronterizos

Dip. Alfredo Garza Castillo

Coordinador

Dip. José Francisco Cortés Lozano

Dip. Francisco Saracho Navarro

Dip. Jesús María Montemayor Garza

Dip. Leocadio Hernández Torres

Dip. Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez

Dip. José Antonio Jacinto Pacheco

Dictamen de la Comisión de Asuntos Fronterizos de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso de Estado de Coahuila de Zaragoza, en relación al Acuerdo aprobado en la Sesión Ordinaria del Congreso del Estado de Querétaro realizada el día 8 de Diciembre del 2005. 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Que en la sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso, el día 17 de Enero del 2006, se dio cuenta del oficio enviado por el H. Congreso de Estado de Querétaro, en el que manifiesta la aprobación de un Acuerdo en el que se exhorta a las legislaturas de los estados vecinos y del norte del país, al Ejecutivo Federal y al Congreso de la Unión para que facilite con diversas medidas de apoyo, el ingreso al país de los migrantes mexicanos que viajan para visitar a sus familiares en época navideña, así como para el retorno a su lugar de trabajo en el vecino país del norte. 

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Diputación Permanente de este H. Congreso se turno el planteamiento antes mencionado a esta Comisión, para su estudio y en su caso aprobación del dictamen, en el cual se resuelva sobre lo que se estime procedente. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen, de conformidad con los artículos 125, 132, 144, 199 y 252 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que dado que estas medidas se han asumido a través del Programa Paisano, mismo que concluyo hace tiempo, debido a que termino el periodo de ingreso y retorno de los mexicanos migrantes. 

TERCERO. Que dado que su comunicado fue recibido hasta el día 19 de Enero y turnado a esta Comisión el día 24 del mismo mes, para análisis y dictamen por los miembros que integran esta Comisión de Asuntos Fronterizos, quienes.

DICTAMINAN : 

UNICO. Que se envié comunicado como acuse de recibo agradeciendo la atención al Congreso del Estado de Querétaro, señalándole que estamos de acuerdo en que estas medidas se sigan aplicando, a través del Programa Paisano, a nivel federal exhortando a los ejecutivos estatales de los estados fronterizos del norte para que respalden la postura aprobada por en Congreso del Estado de Querétaro 

Dado en la Sala de Juntas Independencia del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la Ciudad de Saltillo, Coahuila, se concluye el presente el día 22 de Febrero del 2006. 

Por la Comisión de Asuntos Fronterizos

Dip. Alfredo Garza Castillo

Coordinador

Dip. José Francisco Cortés Lozano

Dip. Francisco Saracho Navarro

Dip. Jesús María Montemayor Garza

Dip. Leocadio Hernández Torres

Dip. Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez

Dip. José Antonio Jacinto Pacheco





































